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Solicitó la factura de compra del 
“scanner 3D topográfico”, y 
cuestionó en cuántas ocasiones 
se ha hecho uso de esa 
herramienta y en qué 
propiedades. 
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SE SOBRESEE, por 
improcedente, el recurso de 
revisión, de conformidad con lo 
dispuesto en los artículos 176, 
fracción I, 180, fracción IX; y, 
181, fracción IV, de la Ley de 
Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado 
de Nuevo León. 
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Entregó una factura y respecto 
los cuestionamientos que no 
está obligado a generar 
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Monterrey, Nuevo León, a 03-tres de julio de 2024-dos mil 

veinticuatro. 

 

Resolución de los autos que integran el expediente RR/0802/2024, en 

la que SE SOBRESEE por improcedente, el recurso de revisión, de 

conformidad con lo dispuesto en los artículos 176, fracción I, 180, fracción IX; 

y, 181, fracción IV, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública del Estado de Nuevo León. 

 

VISTOS en particular el escrito de recurso de revisión, informe 

justificado, las pruebas ofrecidas por las partes y cuanto más consta en autos, 

convino y debió verse; asimismo, y previo abordar el estudio de la cuestión 

planteada, se inserta un breve glosario que simplifica la redacción y 

comprensión de esta determinación, en aras de su claridad y precisión: 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

R E S U L T A N D O 

 

Instituto de 
Transparencia 

Instituto Estatal de Transparencia, 
Acceso a la Información y Protección 
de Datos Personales. 

Constitución Política 
Mexicana, 
Carta Magna. 

Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos. 

Constitución del Estado. Constitución Política del Estado Libre y 
Soberano de Nuevo León. 

INAI Instituto Nacional de Transparencia y 
Acceso a la Información y Protección 
de Datos Personales. 

La Plataforma Plataforma Nacional de Transparencia 
-Ley que nos rige. Ley 
que nos compete. Ley 
de la Materia. Ley 
rectora. Ley de 
Transparencia del 
Estado. 

Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de 
Nuevo León. 

Sujeto Obligado Secretaría de Desarrollo Urbano del 
Municipio de San Pedro Garza García, 
Nuevo León. 

Recurso de Revisión número: RR/0802/2024. 
Asunto: Se resuelve, en Definitiva. 
Sujeto Obligado: Secretaría de Desarrollo 
Urbano del Municipio de San Pedro Garza 
García, Nuevo León. 
Consejera Ponente: Licenciada María Teresa 
Treviño Fernández. 



 
 
 

 
 
                                                                      _                  RR/0802/2024. 

2 
 

PRIMERO. Presentación de solicitud de Información al Sujeto 

Obligado. En 08-ocho de abril de 2024-dos mil veinticuatro, el promovente 

presentó una solicitud de información al sujeto obligado, a través de la 

Plataforma Nacional de Transparencia. 

 

SEGUNDO. Respuesta del sujeto obligado. En 19-diecinueve de 

abril de ese año, el sujeto obligado brindó respuesta a la solicitud de 

información del particular.   

 

TERCERO. Interposición de Recurso de Revisión. En 22-veintidós 

de abril de este año, el particular interpuso recurso de revisión al encontrarse 

inconforme con la respuesta brindada, asignándose el número de expediente 

RR/0802/2024. 

 

CUARTO. Admisión de recurso de Revisión. El 29-veintinueve de 

abril del año en curso, se admitió el recurso de revisión, de conformidad con 

lo establecido en el artículo 175, fracción I, de la Ley que nos rige.     

 

QUINTO. Oposición al Recurso de Revisión. El 16-dieciséis de mayo 

del presente año, se tuvo al sujeto obligado por rindiendo en tiempo y forma 

el informe justificado, y se ordenó dar vista al particular de éste y anexos, 

para que dentro del plazo legal establecido presentara las pruebas que fueran 

de su intención y manifestara lo que a su derecho conviniera, sin que éste 

compareciera a realizar lo propio. 

 

SEXTO. Audiencia de Conciliación. En 06-seis de junio de 2024-dos 

mil veinticuatro, tuvo verificativo la audiencia conciliatoria; sin embargo, se 

hizo constar la imposibilidad de materializarla, en virtud de la 

incomparecencia de las partes. 

 

SÉPTIMO. Calificación de pruebas. En 11-once de junio del citado 

año, se calificaron las pruebas ofrecidas por las partes y al no advertirse que 

requieran desahogo especial, se concedió un término de 03-tres días, a fin de 

que formularan sus alegatos, sin que de autos se desprenda que 

comparecieran a efectuar lo propio. 

 

OCTAVO. Cierre de Instrucción y estado de resolución. En 27-
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veintisiete de junio de 2024-dos mil veinticuatro, se decretó el cierre de 

instrucción y se ordenó poner en estado de resolución el actual recurso de 

revisión, de conformidad con el artículo 175, fracciones VII y VIII, de la Ley de 

la materia. 

   

Con fundamento en el artículo 38, 43, 44, tercer párrafo, y 176, de la 

Ley que nos rige, ha llegado el momento procesal oportuno para dictar la 

resolución definitiva con arreglo a derecho, sometiéndose el proyecto a 

consideración del Pleno, para que en ejercicio de las facultades que le otorga 

dicha Ley determine lo conducente, y; 

 

C O N S I D E R A N D O:  

 

PRIMERO. Competencia de este órgano garante. Este Instituto de 

Transparencia, es competente para conocer del presente asunto, pues ejerce 

jurisdicción en este Estado, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 

162, de la Constitución de Nuevo León, así como lo establecido por los 

numerales 1, 2, 3, 38, 44, tercer párrafo y 54, fracciones II y IV, de la Ley de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Nuevo León. 

 

SEGUNDO. Estudio de las causales de improcedencia. Por razones 

de orden público y técnica resolutiva, antes de entrar al estudio del fondo de 

la cuestión planteada en el presente recurso, se procede al análisis de las 

causales de improcedencia que de oficio se adviertan por la suscrita, de 

conformidad con el artículo 180, de la Ley de Transparencia del Estado. Sirve 

de apoyo a lo anterior la siguiente tesis aislada que en su rubro dice: 

“ACCIÓN, ESTUDIO OFICIOSO DE SU IMPROCEDENCIA.” 

 

En este orden de ideas, esta Ponencia advierte que en el presente 

asunto se actualiza la causal de improcedencia prevista en el artículo 180, 

fracción IX, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del 

Estado de Nuevo León1. 

 

Del referido artículo, se desprende que el recurso de revisión será 

desechado por improcedente cuando la Comisión (ahora Instituto) no sea 

 
1http://www.hcnl.gob.mx/trabajo_legislativo/leyes/leyes/ley_de_transparencia_y_acceso_a_la_informacion_publica_d
el_estado_de_nuevo_leon/  
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competente. 

 

En ese sentido, es de destacar que el artículo 162 de la Constitución 

Política del Estado Libre y Soberano de Nuevo León2, en lo conducente, 

establece que, toda la información en posesión de cualquier autoridad, 

dependencia, unidades administrativas, entidad, órgano u organismo 

municipal o de los Poderes Ejecutivo, Legislativo, Judicial o del ámbito 

municipal, órganos autónomos, partidos políticos, fideicomisos y fondos 

públicos, así como de cualquier persona física, moral o sindicato que reciba y 

ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito estatal y 

municipal, es pública, y sólo podrá ser reservada temporalmente por razones 

de interés público y seguridad nacional, en los términos que fijen las Leyes. 

Para la interpretación de este derecho, prevalecerá el principio de máxima 

publicidad. Los sujetos obligados deberán documentar todo acto que derive 

del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones, la ley determinará 

los supuestos específicos bajo los cuáles procederá la declaración de 

inexistencia de la información. 

 

Que, un organismo autónomo, especializado, imparcial, colegiado, con 

personalidad jurídica y patrimonio propio, conformado por ciudadanos 

designados por el Poder Legislativo, con plena autonomía técnica, de gestión, 

de capacidad para decidir sobre el ejercicio de su presupuesto y determinar 

su organización interna, es el responsable de garantizar el cumplimiento 

del derecho de acceso a la información pública y a la protección de datos 

personales en posesión de los sujetos obligados en los términos que 

establezca la ley. 

 

Que, dicho organismo autónomo, se denominará Instituto Estatal de 

Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos 

Personales se regirá por la ley en materia de transparencia y acceso a la 

información pública y protección de datos personales en posesión de sujetos 

obligados, en los términos que establezca la ley que emita el Congreso del 

Estado para establecer las bases, principios generales y procedimientos del 

ejercicio de este derecho. 

 

 
2https://www.hcnl.gob.mx/trabajo_legislativo/leyes/leyes/constitucion_politica_del_estado_libre_y_soberano_de_nue
vo_leon/  
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Que, el Instituto Estatal de Transparencia, Acceso a la Información y 

Protección de Datos Personales tiene competencia para conocer de los 

asuntos relacionados con el acceso a la información pública y la protección 

de datos personales de cualquier autoridad, dependencia, unidades 

administrativas, entidad, órgano u organismo municipal o que forme parte de 

alguno de los poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, órganos autónomos, 

partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos, así como de cualquier 

persona física, moral o sindicatos que reciba y ejerza recursos públicos o 

realice actos de autoridad en el ámbito estatal o municipal. 

 

Por su parte, los diversos ordinarios 1, 2, fracción II, 38 y 54, fracción 

IV, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado 

de Nuevo León3, establecen que dicha Ley es de orden público y de 

observancia general en todo el Estado, es reglamentaria del entonces artículo 

6 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Nuevo León 

(ahora numerales 10 y 162), en materia de transparencia y acceso a la 

información; y tiene por objeto establecer los principios, bases generales y 

procedimientos para garantizar el derecho de acceso a la información en 

posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo de los poderes 

Legislativo, Ejecutivo y Judicial, órganos autónomos, partidos políticos, 

fideicomisos, dependencias que integren la administración descentralizada, 

paraestatal, paramunicipal y fondos públicos, así como de cualquier persona 

física, moral o sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos 

de autoridad del Estado y sus municipios.  

 

Que son objetivos de la Ley de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública del Estado de Nuevo León, entre otros, establecer 

procedimientos y condiciones homogéneas en el ejercicio del derecho de 

acceso a la información, mediante procedimientos sencillos y expeditos. 

 

 Que la Comisión de Transparencia y Acceso a la Información (ahora 

Instituto) es un órgano autónomo, especializado, independiente, imparcial y 

colegiado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, con plena autonomía 

técnica, de gestión, capacidad para decidir sobre el ejercicio de su 

presupuesto y determinar su organización interna, responsable de 

 
3http://www.hcnl.gob.mx/trabajo_legislativo/leyes/leyes/ley_de_transparencia_y_acceso_a_la_informacion_publica_d
el_estado_de_nuevo_leon/  
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garantizar, en el ámbito de su competencia, el ejercicio de los derechos 

de acceso a la información y la protección de datos personales, conforme a 

los principios y bases establecidos por el artículo 6° de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos, el entonces artículo 6° de la Constitución 

Política del Estado Libre y Soberano de Nuevo León, (ahora numerales 10 y 

162), así como por lo previsto en las demás disposiciones aplicables. 

  

 El Pleno de la Comisión (ahora Instituto) tiene la atribución de vigilar el 

cumplimiento de dicha Ley de Transparencia Local y demás disposiciones 

aplicables, entre otras atribuciones. 

 

De los dispositivos legales en comento, se desprende que el derecho 

de acceso a la información será garantizado por el Estado a través de un 

órgano autónomo especializado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, 

responsable de garantizar el cumplimiento del derecho de acceso a la 

información pública en posesión de los sujetos obligados en los términos que 

establezca la Ley de la materia; asimismo, se establece que dicho órgano 

autónomo será el Instituto Estatal de Transparencia, Acceso a la Información y 

Protección de Datos Personales. 

 

Establecido lo anterior, se tiene que el particular, en el requerimiento 

de información, del cual se inconforma, solicitó lo siguiente:  

 

“Además se solicita saber ¿En cuántas ocasiones se ha hecho uso de esta 

herramienta? y ¿En qué propiedades?” 

 

 En ese sentido, resulta imperante remitirnos al artículo 3, fracción XXXI, 

de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de 

Nuevo León, el cual establece que por información se entiende: los datos 

contenidos en los documentos que los sujetos obligados generan, obtienen, 

adquieren, transforman o conservan por cualquier título o aquella que por 

disposición legal deban generar. 

 

 En tal virtud, es de señalarse que con las preguntas que realizó la parte 

promovente en la solicitud, no trató de obtener algún documento que obrase 

en los archivos del sujeto obligado, o que encuadre en el supuesto 

contemplado en el artículo 3, fracción XX, de la legislación en la materia, el 
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cual refiere que, el documento son los expedientes, reportes, estudios, actas, 

resoluciones, oficios, correspondencia, acuerdos, directivas, directrices, 

circulares, contratos, convenios, instructivos, notas, memorandos, estadísticas 

o bien, cualquier otro registro que documente el ejercicio de las facultades, 

funciones y competencias de los sujetos obligados, sus servidores públicos e 

integrantes, sin importar su fuente o fecha de elaboración. Los documentos 

podrán estar en cualquier medio, sea escrito, impreso, sonoro, visual, 

electrónico, informático u holográfico. 

 

Además, se advierte que de los cuestionamientos que realizó la parte 

recurrente, no se les puede otorgar una expresión documental, como lo prevé 

el criterio identificado con la clave de control número SO/028/10, emitido por el 

Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de 

Datos Personales (INAI), que cuyo rubro señala: “Cuando en una solicitud 

de información no se identifique un documento en específico, si ésta 

tiene una expresión documental, el sujeto obligado deberá entregar al 

particular el documento en específico”4. 

 

Lo anterior, toda vez que, en el caso concreto, lo requerido por el 

peticionario no se trata de una solicitud de acceso a la información, en 

virtud de que está realizando cuestionamientos al sujeto obligado; por lo tanto, 

de lo anterior, se desprende que la parte recurrente elaboró una petición que 

está consagrada bajo el derecho de Petición previsto en el artículo 15 de la 

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Nuevo León, y no bajo la 

tutela de los diversos artículos 10 y 162 Constitucionales, que se refieren al 

derecho de acceso a la información. 

 

En esa línea de pensamiento, el artículo 15 de la Constitución Política 

del Estado Libre y Soberano de Nuevo León5, refiere que es inviolable el 

derecho de petición ejercido por escrito de una manera pacífica y 

respetuosa, pero en materia política, solo la ciudadanía puede ejercer este 

derecho. A toda petición debe recaer un acuerdo escrito de la autoridad a 

 
4http://criteriosdeinterpretacion.inai.org.mx/Pages/results.aspx?k=Cuando%20en%20una%20solicitud%20de%20info
rmaci%C3%B3n%20no%20se%20identifique%20un%20documento%20en%20espec%C3%ADfico%2C%20si%20%
C3%A9sta%20tiene%20una%20expresi%C3%B3n%20documental%2C%20el%20sujeto%20obligado%20deber%C3
%A1%20entregar%20al%20particular%20el%20documento%20en%20espec%C3%ADfico  
5H. Congreso de Nuevo León | CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE NUEVO LEÓN 
(hcnl.gob.mx)  
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quien se haya dirigido, y esta tiene la obligación de hacer saber en breve 

término el resultado al peticionario. 

 

En ese sentido, para la protección de este derecho de petición, la Ley 

de Amparo, reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos6, establece en sus artículos 1, 

fracción I; y, 33, que el juicio de amparo tiene por objeto resolver toda 

controversia que se suscite: Por normas generales, actos u omisiones de 

autoridad que violen los derechos humanos reconocidos y las garantías 

otorgadas para su protección por la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, así como por los tratados internacionales de los que el 

Estado Mexicano sea parte. 

 

Tomando en cuenta que, trasladando el derecho de petición a la 

Constitución Federal, éste se encuentra previsto en su artículo octavo. 

 

Del mismo modo, la citada Ley de Amparo, en su artículo 33, señala 

como competentes para conocer del juicio de amparo a: I. La Suprema Corte 

de Justicia de la Nación; II. Los tribunales colegiados de circuito; III. Los 

tribunales colegiados de apelación; IV. Los juzgados de distrito; y V. Los 

órganos jurisdiccionales de los poderes judiciales de los Estados y del Distrito 

Federal, en los casos previstos por esta Ley. 

 

Evidentemente, de lo antes expuesto, se desprende que este órgano 

colegiado no es competente para conocer sobre los puntos antes señalados, 

ya que, como se estableció con anterioridad, la parte recurrente no realizó 

propiamente un requerimiento de información, en términos de lo dispuesto en 

la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de 

Nuevo León, más bien, realizó diversos cuestionamientos, al sujeto obligado, 

en ejercicio de su derecho de petición. 

 

Asimismo, es importante señalar que no existe obligación por parte del 

sujeto obligado de elaborar documentos ad hoc, como lo prevé el criterio 

número 03/17, emitido por el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la 

Información y Protección de Datos Personales (INAI), que cuyo rubro indica: 

 
6https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LAmp.pdf  
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“No existe obligación de elaborar documentos ad hoc para atender las 

solicitudes de acceso a la información”. 

 

En consecuencia, resulta aplicable lo dispuesto por el artículo 181, 

fracción IV, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del 

Estado de Nuevo León, el cual establece que, el recurso será sobreseído, en 

todo o en parte, cuando, una vez admitido, se actualicen diversos supuestos, 

entre los que destaca, el relativo a que, una vez admitido el recurso de 

revisión, aparezca alguna causal de improcedencia. 

 

Por lo tanto, tomando en consideración que en el presente asunto se 

actualizó una causal de improcedencia de las previstas en la Ley de la 

materia, es por lo que, con fundamento en los artículos 10 y 162 de la 

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Nuevo León, 180, 

fracción IX y 181, fracción IV de la Ley de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública del Estado de Nuevo León, se SOBRESEE por 

improcedente el recurso de revisión, en atención a las razones y 

fundamentos de carácter legal referidos en el actual considerando. 

 

Por otra parte, es importante mencionar que, mediante acuerdo de 

fecha 29-veintinueve de abril de 2024-dos mil veinticuatro, se tuvo al 

particular por conforme con la información que le fue entregada respecto del 

extracto de la solicitud siguiente: “Se solicita la factura de compra que realizó 

Desarrollo Urbano del “scanner 3D topográfico” utilizado por la dirección 

jurídica para medir las superficies internas de las construcciones.”, ya que no 

se inconformó de la respuesta de esta parte de la solicitud; por ende, no 

forma parte del estudio de fondo de la resolución de este Instituto; ello, se 

robustece con el criterio identificado con la clave de control SO/001/2020 del 

Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de 

Datos Personales cuyo rubro indica. Actos consentidos tácitamente. 

Improcedencia de su análisis7.  

 

En ese tenor, la presente resolución se avocó únicamente al análisis 

del extracto de la solicitud de información, correspondiente a los 

cuestionamientos siguientes: 
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“Además se solicita saber ¿En cuántas ocasiones se ha hecho uso de esta 

herramienta? y ¿En qué propiedades?” 

 

Por los motivos y razonamientos legales antes expuestos, el Pleno de 

este Instituto;  

 

R E S U E L V E: 

 
PRIMERO. - Con fundamento en los artículos 10 y 162 de la 

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Nuevo León en vigor, así 

como en los diversos 1, 2, 3, 4, 38, 44, 54, fracción III, 176, fracción I, 180, 

fracción IX y 181, fracción IV de la Ley de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública del Estado de Nuevo León, así como en las normas 

internacionales de las que el Estado Mexicano es parte, se SOBRESEE por 

improcedente el recurso de revisión, en los términos precisados en la parte 

considerativa del presente fallo. 

 

SEGUNDO.- De conformidad con el artículo 178 de la Ley de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Nuevo León, 

notifíquese a las partes el presente fallo conforme lo ordenado en autos. 

 

En su oportunidad, archívese el expediente como asunto total y 

definitivamente concluido.  

 

Así lo resolvió el Pleno del Instituto Estatal de Transparencia, Acceso a 

la Información y Protección de Datos Personales, aprobado por unanimidad 

de votos de la Consejera Vocal, licenciada MARÍA TERESA TREVIÑO 

FERNÁNDEZ, de la Consejera Presidenta, licenciada BRENDA LIZETH 

GONZÁLEZ LARA, del Consejero Vocal, licenciado FRANCISCO 

REYNALDO GUAJARDO MARTÍNEZ, de la Consejera Vocal, doctora MARÍA 

DE LOS ÁNGELES GUZMÁN GARCÍA y, del Encargado de Despacho, 

licenciado BERNARDO SIERRA GÓMEZ, siendo ponente de la presente 

resolución la primera de los mencionados; lo anterior, de conformidad con el 

acuerdo tomado en sesión ordinaria del Pleno de este Instituto, celebrada en 

fecha 03-tres de julio de 2024-dos mil veinticuatro, firmando al calce para 

constancia legal.- LIC. MARÍA TERESA TREVIÑO FERNÁNDEZ. 

 
7 http://criteriosdeinterpretacion.inai.org.mx/Pages/results.aspx?k=actos%20consentidos  
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CONSEJERA VOCAL. LIC. BRENDA LIZETH GONZÁLEZ LARA. 

CONSEJERA PRESIDENTA. LIC. FRANCISCO REYNALDO GUAJARDO 

MARTÍNEZ. CONSEJERO VOCAL. DRA. MARÍA DE LOS ÁNGELES 

GUZMÁN GARCÍA. CONSEJERA VOCAL.  LIC. BERNARDO SIERRA 

GÓMEZ. ENCARGADO DE DESPACHO. RÚBRICAS. 

 


